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resumen: En la sociedad moderna; con 
gran inlfuencia de los derechos huma-
nos; el desarrollo histórico, democrático, 
justo y equitativo, se hace visible y ne-
cesario, al igual que la transformación 

abstrac: In modern society, with great 
influence of human rights, the historical, 
democratic, fair and equitable develop-
ment becomes visible and necessary, as 
does the gradual transformation of the 
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gradual de la práctica en materia de de-
rechos humanos y de la aplicación de la 
ley como consecuencia de la adopción 
de medidas establecidas en instrumentos 
internacionales que buscan una sociedad 
progresiva, incluyente e igualitaria. Des-
de la Declaración Universal de los Dere-
chos Humanos de 1948, hasta la adopcion 
de la agenda 2030, la búsqueda de todas 
las personas, es la igualdad en los dere-
chos con dignidad, obligando a los Es-
tados a cambiar las formas en que se ha 
planteado el desarrollo político, econó-
mico y social. 

Palabras clave: Progresividad. Acceso a 
la Justicia. Personas con discapacidad

practice of human rights and the appli-
cation of the law as a consequence of 
the adoption of measures established 
in international instruments that seek a 
progressive, inclusive and egalitarian so-
ciety. Since the Universal Declaration of 
Human Rights of 1948, until the imposi-
tion of the 2030 agenda, the quest of all 
people is equality in rights with digni-
ty, forcing States to change the ways in 
which development has been politically, 
economically and socially approached.

Keywords: Progressiveness. Access to 
Justice. People with disabilities

sumario: i. introducción. ii. antecedentes históricos sobre la problemática 
de la discapacidad iii. qué son los derechos humanos y cuáles son sus prin-
cipios?. iv. generalidades de los principios en materia de derechos humanos y 
discapacidad. v. marco jurídico que debe regir los derechos progresivos de las 
personas con discapacidad. vi. barreras de las personas con discapacidad al 
acceder a la justicia. vii. acceso a la justicia de las personas con discapacidad. 
viii. conclusiones.

Introducción

Dentro del marco Internacional de los derechos humanos, encontra-
mos instrumentos internacionales, signados por los Estados para ga-
rantizar el goce de los derechos inherentes a los seres humanos, uno 
de ellos son los objetivos de la agenda 2030, en ella se busca promover 
y proteger la igualdad, la erradicación de la pobreza, erradicación de la 
violencia, crecimiento económico, trabajo digno, ciudades sostenibles, 
cambio climático y la inclusión, en lo que cabe el ejercicio de los de-
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rechos humanos, en este caso, el de los derechos de las personas con 
discapacidad.

Este trabajo busca hacer del conocimiento de la sociedad, la urgen-
cia de la inclusión a la vida cotidiana a las personas con discapacidad, 
garantizar los derechos a estas, nos permite evolucionar como huma-
nidad, nos permite acrecentar los valores y principios fundamentales 
de los seres humanos. La inclusión de la discapacidad permite no solo 
la transformación de la sociedad, también el progreso para buscar el 
desarrollo, la seguridad y los derechos humanos.

Para concretar esta investigación, utilizamos la metodología de las 
ciencias sociales la cual nos permite obtener conocimientos de la rea-
lidad social, la problemática de estos fenómenos sociales y detectar 
necesidades para obtener información documentada estadísticamente 
y realizar las propuestas necesarias para lograr su implementación.

Antecedentes históricos sobre la problemática  
de la discapacidad

Respecto de la discapacidad, desde el año 2006 la Asamblea General 
de la ONU1 (Organización de Naciones Unidas), indicó que las per-
sonas con esta condición representan el 15% de la población Mundial, 
según la OMS2 (Organización Mundial de la Salud), desde el año men-
cionado, se ha incrementado la capacitación de los representantes del 
gobierno, en la forma de atención a personas con esta situación. Por 
otro lado, la sociedad civil y las instituciones nacionales de derechos 
humanos, buscan cambios legislativos para que los Estados, garanti-
cen los derechos de esas personas: Tales cambios pueden considerarse 

1.	 Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas. Derechos Humanos. “Convención sobre 
los Derechos de las personas con discapacidad” Guía de formación. Serie de capacitación 
profesional núm. 19. Nueva York y Ginebra. Naciones Unidas 2014. p 1.

2.	 Organización Mundial de la Salud. “Informe Mundial sobre la Discapacidad. Banco Mundial. 
Ginebra, Suiza 2011. p. 5.
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producto de la gran influencia de diversos factores, como los sociales 
y los avances tecnológicos, por ello se aprobó, la Convención sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad, que inicia su vigencia 
en el año 2008, cuyo propósito es de promover, proteger y asegurar el 
goce pleno y en condiciones de igualdad de los derechos humanos para 
todas las personas con discapacidad, promoviendo también el respeto 
de su dignidad inherente y su autonomía e independencia personal. 

Según datos de la ONU, en 20113 vivían más de mil millones de per-
sonas con alguna forma de discapacidad, de las cuales casi 200 millo-
nes experimentan dificultades en su funcionamiento, su prevalencia 
aumenta día con día, dado a que la población envejece y el riesgo de 
una discapacidad es alto en adultos mayores, así como el incremento 
de enfermedades crónicas como la diabetes, enfermedades cardiovas-
culares, el cáncer y los trastornos de la salud mental.

La OMS en su encuesta Mundial de Salud 2011, señaló, que del total 
estimado de personas con discapacidad, el 15.6% (785 millones) de 15 
años y más, viven con una discapacidad, el 2.2% (110 millones) tienen 
dificultades significativas de funcionamiento, y el 3.8% (190 Millones) 
de personas con una discapacidad grave como tetraplejía, ceguera o de-
presión. En tanto que la discapacidad infantil es de 5.1% en niños de 0 
a 14 años los cuales tienen discapacidad grave, es decir 95 millones de 
niños de los cuales 13 millones cuentan con esta discapacidad (0.7%).4

Recientemente en las Naciones Unidas se identificó un incremento 
para el año 2023, en los que encontramos que 1 de cada 6 personas en 
el mundo, tienen una discapacidad, lo que representa también una alta 
incidencia en el número de fallecimientos, ya que se ha determinado 
que las personas con discapacidad viven 20 años menos que las perso-

3.	 Op. cit.
4.	 Organización Mundial de la Salud. Informe Mundial sobre Discapacidad. Ginebra, Suiza 2011. 

P. 8 visto en www.oas.org/es/sedi/ddse/paginas/documentos/discapacidad/DESTACADOS/
ResumenInformeMundial.pdf
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nas que no tienen alguna discapacidad y son más propensos a desarro-
llar afecciones como diabetes, el ictus, obesidad, problemas de asma, 
salud bucodental o depresión. 

Por lo que se refiere al acceso a la salud, la inaccesibilidad a este 
derecho se incrementa hasta 6 veces, el transporte es inaccesible y su-
pone una dificultad de 15 veces más, se lleva a cabo desigualdad, en 
derechos del acceso a la justicia ya que sufren discriminación, pobreza, 
estigmatización, exclusión y una serie de barreras que no les permite 
acceder a esos derechos de forma plena. Actualmente la población con 
discapacidad asciende a 1300 millones de personas.5

Además de eso, la OMS, encuentra que la discapacidad no solo está 
relacionada con tendencias en problemas de salud, sino también influ-
yen factores ambientales, fenómenos naturales, abuso de sustancias, 
malos hábitos alimentarios y en algunos casos los conflictos bélicos.

En México, desde la reforma en materia de Derechos Humanos de 
2011 hasta el día de hoy, se han incorporado y visibilizado derechos de 
personas vulnerables como las personas con discapacidad, por lo que 
previamente suscribió la Convención en esta materia.

El Instituto Nacional de Estadísticas Geografía e Informática, en su 
censo de población y vivienda del 27 de marzo de 20206, identifico que: 
6,179,890 personas viven con algún tipo de discapacidad, lo que repre-
senta un 4.0 por ciento de la población total, de los cuales el 53% son 
mujeres y el 47% hombres. Respecto de la Edad7, el 2.0% se encuentra 
en la edad de 0 a 17 años, mientras que el 1.9% en la edad de 18 a 29 
años; el 3.9% oscila en la edad de 30 a 59 años y el 20.4% se encuentra 
en la población de los 60 años a más. Esto demuestra la relación entre 

5.	 Organización Mundial de la Salud. Comunicado de prensa del 7 de marzo del 2023. Visto en 
https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/disability-and-health

6.	 INEGI, 2020. Censo de población y vivienda de 2020. Demografía y sociedad. Discapacidad. 
Estadísticas sobre personas con discapacidad. Visto. www.inegi.org.mx/temas/mortalidad/

7.	 INEGI, 2020. Censo de población y vivienda de 2020. Discapacidad. https://www.inegi.org.
mx/temas/discapacidad/
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el incremento de la edad y el riesgo de tener dificultades para hacer o 
no poder hacer alguna de las actividades consideradas básicas en el de-
sarrollo de la vida cotidiana, conlleva a una situación de discapacidad.

Respecto al acceso a la salud, solo el 76% (5,426,553) de las personas 
con discapacidad y/o problema o condición mental cuenta con afilia-
ción a servicios de salud, porcentaje mayor a 74% (87,147,740) que tiene 
la población sin discapacidad.8

Tratándose de los problemas de discapacidad y la prevalencia de 
esta, las personas que tienen algún problema o condición mental a ni-
vel nacional es de 5.69% (7,168,178). Esta población con discapacidad 
se encuentra en el rango de algún problema o condición mental y/o 
discapacidad, que es de: 899 mil (13%) son niñas y niños, 869 mil (12%) 
personas jóvenes, 2.2 millones (31%) personas adultas y 3.2 millones 
(45%) personas adultas mayores. De éstas, 5,577,595 (78%) tienen única-
mente discapacidad; 723,770 (10%) tienen algún problema o condición 
mental; 602,295 (8%) además de algún problema o condición mental 
tienen discapacidad y 264,518 (4%) reportan tener algún problema o 
condición mental y una limitación.9

En México, según el INEGI en su informe de 202110, las entidades 
con menor porcentaje en Materia de Discapacidad son:

Quintana Roo (4.34%), Nuevo León (4.60%) y Chiapas (4.63%); 
mientras que Oaxaca (7.22%), Guerrero (6.78%) y Tabasco (6.71%) 
cuentan con las cifras más altas. Las mujeres (5.79%) tienen una pre-
valencia ligeramente mayor que los hombres (5.59%); en casi todas las 
entidades se repite este patrón, con excepción de Chiapas, Hidalgo, 
San Luis Potosí y Tabasco.

8.	 INEGI, 2020 Op. cit. 
9.	 INEGI. Idem.
10.	 INEGI, Comunicado de prensa número 713/21, 3 de diciembre de 2021. Pág. 1. https://www.

inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposito/2021/EAP_PersDiscap21.pdf
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El INEGI en este informe de 202111 identifico que, en las entidades 
federativas las que tiene preminencia en el acceso a la salud y las per-
sonas que no cuentan con afiliación a las instituciones de seguridad so-
cial. El 76% (5,426,553) de las personas con discapacidad y/o problema 
o condición mental cuenta con afiliación a servicios de salud, porcen-
taje mayor a 74% (87,147,740) que tiene la población sin discapacidad.

La composición por sexo de estos dos grupos muestra que: entre 
las personas sin discapacidad existe una distribución casi homogénea 
entre mujeres (60,627,239) 51% y hombres (57,858,476) 49%. Entre las 
personas con discapacidad y/o algún problema o condición mental hay 
más mujeres (3,734,665) 52%, que hombres (3,433,513) 48%.

Del total de personas con discapacidad y/o algún problema o con-
dición mental (7,168,178), 2.9 millones reporta que caminar, subir o ba-
jar, así como ver, aun usando lentes con casi 2.7 millones de personas 
son las actividades con mayor dificultad para su realización y hablar 
o comunicarse es la actividad menos reportada 945 mil. Las personas 
que declaran algún problema o condición mental representan casi 1.6 
millones.

Por otra parte, en acceso a la educación, se reporta por la Comisión 
Nacional de Derechos Humanos12 que el 21% (707 mil) de las mujeres 
con discapacidad y/o con algún problema o condición mental son anal-
fabetas; en los hombres con estas mismas características, 17% (497 mil) 
no saben leer ni escribir.

En materia laboral encontramos que: la tasa de participación econó-
mica de las personas con discapacidad y/o con algún problema o con-
dición mental de 15 años y más representa 38% (2.4 millones), cifra que 

11.	 INEGI. Comunicado de prensa num 713, 3 de Diciembre de 2021, s/p.
12.	 Comisión Nacional de Derechos Humanos. Dirección General de Comunicación. Comuni-

cado de Prensa DGC/214/19. Zapotlan el grande, Jalisco, 4 de junio 2019. https://www.cndh.
org.mx/documento/senala-cndh-que-personas-con-discapacidad-enfrentan-importantes-re-
zagos-en-accesibilidad.
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representa poco más de la mitad de la que se observa en las personas 
sin discapacidad 67% (59 millones)13.

Qué son los derechos Humanos y cuáles son sus principios?

Bajo los estándares internacionales, los Derechos Humanos son el con-
junto de prerrogativas y principios sustentados en la dignidad huma-
na, cuya protección y realización efectiva resulta indispensable para el 
desarrollo amplio e integral de la persona humana. Este conjunto de 
prerrogativas a partir de la reforma Constitucional de 2011 en México, 
se encuentra establecido dentro del orden jurídico nacional, en nuestra 
Constitución Política, los tratados internacionales de los que es parte 
y las leyes nacionales.14 

En el derecho internacional de los derechos humanos, reconocidos 
por la comunidad internacional, protegidos por las convenciones y tra-
tados suscritos por los Estados, se imponen obligaciones que tienen 
los gobiernos de cada país, así como todos sus agentes, cuidando y 
garantizando la protección de estos derechos, que los obliga a tomar 
todas las medidas necesarias para garantizarlos en determinadas situa-
ciones, o de abstenerse de actuar de determinada forma en otras, a fin 
de promover, proteger y garantizar los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales de los individuos o grupos de personas, en este 
caso a las personas con discapacidad.15 

Bajo esa hipótesis de igualdad, progresividad y acceso a la justicia 
de las personas con discapacidad, es que la aplicación de los Derechos 
Humanos a la que se encuentran obligadas todas las autoridades y sus 

13.	 Instituto Nacional de Estadísticas y Geografía. Informe 2021, 3 de diciembre de 2021. Comuni-
cado de prensa Núm. 713/21. Pág. 1-5. Visto https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladepren-
sa/aproposito/2021/EAP_PersDiscap21.pdf

14.	 Comisión Nacional de los Derechos Humanos - México. ¿Qué son los derechos humanos? 
Visto www.cndh.org.mx/derechos-humanos/que-son-los-derechos-humanos

15.	 Ibídem.
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agentes al realizar alguna acción gubernamental, deben regirse bajo 
los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad, in-
tegralidad y progresividad, los cuales explicaremos brevemente para 
ilustrar al lector sobre lo que debemos entender en cada uno de estos 
Principios16: 

I.	 Principio de universalidad: se encuentra estrechamente relaciona-
do con la igualdad y no discriminación, dispone que todas las per-
sonas son titulares de todos los Derechos Humanos, es decir, que 
todos tenemos los mismos derechos por la simple condición de 
ser humanos, independientemente de la situación o características 
particulares de cada individuo.

II.	 Principio de Interdependencia: consiste en que cada uno de los 
Derechos Humanos se encuentra ligado uno a otro, de tal manera 
que el reconocimiento de uno de ellos, así como su ejercicio, impli-
ca necesariamente que se respeten y protejan múltiples derechos 
que se encuentran vinculados. Lo anterior quiere decir que entre 
los Derechos Humanos no existe ninguna jerarquía, pues todos 
ellos se encuentran estrechamente relacionados entre sí de forma 
tal, que resulta imposible su plena realización sin la satisfacción 
simultánea de los otros.

III.	 Principio de Indivisibilidad implica que los derechos humanos no 
pueden ser fragmentados sea cual fuere su naturaleza en razón a 
que cada uno de ellos conforma una totalidad, debiendo ser re-
conocidos, protegidos y garantizados de forma integral por todas 
las autoridades del País, entre ellas y como parte fundamental el 
Poder Judicial.

16.	 Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Los principios de Universalidad, interdepen-
dencia, indivisibilidad y progresividad de los derechos humanos. México 2016. Página 4. Visto 
https://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/cartillas/2015-2016/34-Principios-universalidad.pdf
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Los Principio de interdependencia e indivisibilidad hace alu-
sión a que todos los Derechos Humanos, sean éstos los derechos 
civiles y políticos, como el derecho a la vida, la igualdad ante la 
ley y la libertad de expresión; los derechos económicos, sociales 
y culturales, como el derecho al trabajo, la seguridad social y la 
educación; o los derechos colectivos, como los derechos al desa-
rrollo y la libre determinación personal, todos ellos, son derechos 
indivisibles, interrelacionados e interdependientes, atendiéndose 
de esto que el avance de uno de ellos facilitará en consecuencia el 
de los demás, contrario sensu, la privación de un derecho afecta 
negativamente a los demás Derechos Humanos. 

IV:	 Principio de Progresividad: en términos generales constituye una 
obligación del Estado (a través de sus instituciones) para asegu-
rar el progreso en el desarrollo de los derechos humanos, y a su 
vez implica una prohibición para el Estado respecto a cualquier 
retroceso o restricción de los derechos, lo que implica el gradual 
progreso para lograr su pleno cumplimiento, es decir, que para el 
cumplimiento de ciertos derechos se requiera la toma de medidas 
a corto, mediano y largo plazo, pero procediendo lo más expedita 
y eficazmente posible, teniendo en consideración que es el Esta-
do quien debe proveer las condiciones más óptimas de disfrute de 
los Derechos Humanos con la finalidad de que no disminuyan los 
avances que paulatinamente se van generando.

Generalidades de los principios en materia de Derechos 
Humanos y discapacidad.

Para adentrarnos en el tema de la discapacidad y los derechos que 
emanan de la Convención sobre los derechos de las personas con dis-
capacidad, debemos entender el significado de la discapacidad y sus 
alcances, como objeto principal de este ensayo. Este concepto no es es-
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tático, evoluciona, es el resultado de la actividad entre la persona que 
interactúa, las barreras que encuentra en el entorno y en las actitudes 
sociales que evitan su participación efectiva y plena en la sociedad, en 
igualdad de condiciones con los demás.

La Organización Mundial de la Salud, considera que la discapacidad 
como término genérico, forma parte del ser humano; es consustancial 
a la experiencia humana17 que engloba deficiencias, limitaciones de ac-
tividad y restricciones para la participación, este denota los aspectos 
negativos de la interacción entre personas con un problema de salud, 
por ejemplo (parálisis cerebral, síndrome de Down o depresión) así 
como factores personales y ambientales (como actitud negativa, trans-
porte, edificios públicos inaccesibles, falta de apoyo gubernamental, 
nula política pública en este tema). 

Esta discapacidad afecta de forma desproporcionada a las poblacio-
nes vulnerables, por lo que prevalece esta, en países con bajos ingre-
sos económicos, siendo vulnerables las mujeres, los niños y niñas, los 
adultos mayores, la niñez y mujeres de grupos étnicos minoritarios, 
entre otros.

Respecto a la escolaridad, esta población vulnerable tiene menor 
probabilidad de acceder a las universidades, las tazas de desempleo 
son muy altas en esta población y en materia de trabajo, tienen menos 
oportunidad de encontrarlo los hombres que las mujeres con discapa-
cidad.

En las condiciones actuales encontramos aún, barreras de contexto 
para que una persona con discapacidad pueda acceder al goce pleno de 
sus derechos ya que como lo ha dicho la profesora de la Universidad de 
San Buenaventura de Medellín, Colombia; Mónica Isabel Hernández 

17.	 Organización Mundial de la Salud. (OMS). Discapacidad. Informe, datos y cifras. 7 de marzo 
de 2023. Visto, www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/disability-and-health.
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Ríos18 “Con la Convención sobre derechos de las personas con discapa-
cidad, en adelante la (CSDPCD), se deja de mirar la discapacidad desde 
el ámbito de la salud y se ve como un sujeto de derechos y obligaciones 
”es decir , vemos a la persona con esta condición de discapacidad por 
lo que no puede hacer y no por las acciones que si puede lograr”, los 
estereotipos nos hacen ver solo a una mujer en silla de ruedas, o sor-
das o mudas y no a una mujer empresaria, doctora o profesora, por lo 
que estas etiquetas, continúan siendo una barrera actitudinal, que debe 
cambiar desde la sociedad, a través de políticas públicas que permitan 
derribar todos esos obstáculos.

El artículo primero de la Convención (CSDPCD) sobre los derechos 
de las personas con discapacidad, incluye a todas aquellas personas 
que tengan deficiencias físicas, mentales. Intelectuales, sensoriales, a 
largo plazo que, al interactuar con diversas barreras contextuales o no 
contar con la estructura estatal suficiente, se impide su participación 
plena y efectiva en igualdad de condiciones con los demás.

El propósito de la presente Convención es promover, proteger y asegurar el goce  

pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades 

fundamentales por todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de 

su dignidad inherente19(Convención discapacidad, 2008 s/p).

Esta convención (CSDPCD) en su preámbulo reconoce el ejercicio 
de los derechos humanos de la población con discapacidad, sin discri-
minación.

18.	 Mónica Isabel Hernández Ríos es profesora en la Universidad Universidad de San Buenaven-
tura, Medellín, Colombia. 2018 estatal suficiente, se ucturara Visto encon discapacidadcomo 
un sujeto de derechos y obligaciones”ad y progresividad de los de. Reconocimiento normati-
vo de las personas con discapacidad, un proceso lento. 

19.	 Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad. Naciones Unidas Nueva 
York y Ginebra, 2008. Visto www.un.org/esa/socdev/enable/documents/tccconvs.pdf
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También reconoce y evidencia la importancia de la autonomía de 
la voluntad e independencia de las personas con discapacidad, inclu-
yendo la libertad en la toma de decisiones, por lo que el Estado debe 
garantizar la capacidad jurídica de las personas sujetas a su protección.

De esta convención (CSDPCD) se desprende la obligación del Es-
tado, de tomar medidas necesarias para la inclusión de estas personas, 
adoptar medidas legislativas o administrativas para hacer efectivos los 
derechos, lo cual incluye en su artículo 4, fracción primera, como la 
modificación o derogación de leyes, reglamentos o costumbres que 
constituyan discriminación contra las personas con discapacidad, lite-
ralmente dice lo siguiente:

Fracc. I. Los Estados Partes se comprometen a asegurar y promover el pleno ejerci-

cio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas 

con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de discapacidad. A tal 

fin, los Estados Partes se comprometen a….20 (Convención discapacidad, 2008, s/p)

Atendiendo a esta convención (CSDPCD), el Estado debe recono-
cer la diversidad de esta población con discapacidad y buscar el enfo-
que interseccional para lograr la accesibilidad de los derechos de esta 
población; realizar ajustes razonables sin discriminación, a través de 
protocolos de atención, hacer los espacios físicos totalmente accesi-
bles, garantizar el acceso a la justicia y todos lo demás derechos que 
le permitan gozar en plenitud de sus capacidades y proyecto de vida.

Encontramos del artículo 10 al 30 de esta convención, los derechos 
de la población con discapacidad en igualdad, acceso a la justicia, li-
bertad y seguridad, protección contra la tortura, protección contra la 
violencia, protección de la integridad personal, libertad de desplaza-
miento y nacionalidad, la vida autónoma e independiente, movilidad 
personal, libertad de expresión, de opinión y acceso a la información, 

20.	 Op. cit



94	 La progresividad de los derechos humanos y el acceso a la justicia e igualdad...  

	 Irma Ramos / Adanhari Yamilet Fajardo / Alejandra Isabel Plascencia / Héctor Hugo Ramírez

respeto a la privacidad, del hogar y de la familia, educación, derecho a 
la salud, habilitación y rehabilitación, empleo y trabajo, vida adecuado 
y protección social, participación en la vida pública y política, vida 
cultural, actividades recreativas, esparcimiento y deporte.

Los principios rectores de esta convención sobre los derechos de la 
población con discapacidad21 son:
a.	 Reconocimiento de la diversidad de las personas con discapacidad;
b.	 Derechos y libertades sin distinción;
c.	 Respeto a la dignidad inherente a la persona;
d.	 Igualdad e inalienabilidad; 
e.	 Autonomía individual e Independencia personal;
f.	 No discriminación;
g.	 Participación e inclusión plena y efectiva a la sociedad;
h.	 Respeto por las diferencias y la aceptación;
i.	 Igualdad de condiciones y oportunidades;
j.	 Accesibilidad al entorno físico, social, cultural, económico, la salud, 

educación, información, comunicación, acceso a la justicia;
k.	 Igualdad ante la ley;
l.	 Igualdad entre hombres y mujeres en la diversidad;
m.	Respeto a la evolución de las facultades cuando se trata de niñez 

con discapacidad;
n.	 Derecho a preservar su identidad;
o.	 Derechos civiles y políticos;
p.	 Libertad de tomar sus decisiones y de participar activamente en la 

toma de decisiones, entre otros.

Ahora bien, en el marco de la progresividad en materia de Derechos 
Humanos, resulta sumamente complicado hablar de los retos de los 
poderes fácticos del Estado Mexicano, y en particular los de cada una 

21.	 Naciones Unidas. Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad. 2006. 
Art. 3 al 9.
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de las Entidades Federativas, en las cuales debe permear el cúmulo de 
derechos de acceso a las personas con algún tipo de discapacidad. Has-
ta este momento, se ha identificado una problemática sobre el ejercicio 
de los derechos que tiene la población con discapacidad, sin que se le 
haya reconocido el derecho e incorporado mecanismos para su debido 
ejercicio, sobre todo en el acceso a la justicia de manera progresiva. 

Los Estados parte en esta Convención deben eliminar los procesos 
de sustitución de la voluntad como la “Interdicción” implementando 
mecanismos de apoyo para la toma de decisiones bajo el principio de 
progresividad que rige en materia de Derechos Humanos implica dos 
aspectos a conocer y aplicar: primeramente la gradualidad de su incor-
poración progresiva y en segundo término, el proceso mismo para su 
integración progresiva. El primero de estos tópicos involucra el saber 
que la efectividad de los Derechos Humanos no se logra de manera 
inmediata, sino que conlleva un proceso que supone definir metas a 
corto, mediano y largo plazos, por su parte, el progreso implica que el 
disfrute de los derechos siempre debe mejorar por lo que debe refor-
marse periódicamente este goce de derechos; permitiendo la inclusión 
social; cambiando la percepción médica y psicológica sobre las perso-
nas con discapacidad.

Esta investigación tiene como objetivo, sentar las bases para el acce-
so de estas personas, principalmente, a la justicia, de forma progresiva 
mejorando la accesibilidad a la justicia de estos grupos históricamente 
discriminados, puesto que hoy, existen aún muchos obstáculos que im-
piden a las personas acceder a sus derechos en igualdad de condicio-
nes con las demás, por lo que para su inclusión, deben usarse términos 
amigables, inclusivos no peyorativos, logrando un cambio a mediano y 
largo plazo de los “imaginarios colectivos22”.(Barambio, Yolanda, 2008, 
s/p) 

22.	 Mónica Isabel Hernández Ríos es profesora en la Universidad Universidad de San Buenaven-
tura, Medellín, Colombia. 2018 estatal suficiente, se ucturara Visto encon discapacidadcomo 
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Entre estos obstáculos identificamos los siguientes: 
a) 	Las autoridades y en general la población, utilizan términos peyora-

tivos, no amigables e inclusivos, lo que permite la discriminación. 
b) 	Muchas restricciones al ejercicio de la capacidad jurídica, que anula 

la autonomía y voluntad. (Derecho a la propiedad, a heredar, con-
trolar sus asuntos financieros, cuenta bancarias etc.);

c) 	Dificultades de accesibilidad física a las instalaciones de adminis-
tración de justicia, como los tribunales, juzgados, oficinas judiciales 
y las comisarías de policía; 

d) 	Poco o nulo transporte accesible a personas con discapacidad física; 
e) 	Diversos obstáculos para acceder a la asistencia y representación 

jurídicas; 
f) 	No disponibilidad de información en formatos accesibles, entre 

otros, 
g) 	No hay políticas públicas para la inclusión y el Estado no realiza 

campañas de sensibilización; 
h) 	Poca o nula capacitación sobre la atención que deben realizar los 

profesionales que laboran en la esfera de la procuración y adminis-
tración de justicia, en aras de una impartición real de justicia pronta 
y expedita; 

i) 	Así, en concordancia con la necesaria actualización normativa apli-
cable y un plan general estratégico del propio Tribunal de Justicia 
que permita la operatividad real del principio de autodetermina-
ción de las personas con discapacidad; 

j) 	 Limitantes en el acceso a sistemas de salud, educación, trabajo re-
munerado, vivienda entre otros; 

k) 	No se pueden ejercer con plenitud los derechos sexuales y repro-
ductivos, no pueden formar una familia o contraer matrimonio, 

un sujeto de derechos y obligaciones”ad y progresividad de los de. Reconocimiento normati-
vo de las personas con discapacidad, un proceso lento.
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impacta directamente en el derecho civil, familiar y la seguridad 
social; 

l) 	En materia penal, se requieren reformas estructurales en materia de 
los derechos de las personas presuntamente responsables así como 
adecuar la defensa en caso de ser imputado por algún delito o víc-
tima de alguno. De igual forma acceder a los beneficios del sistema 
penitenciario.

m)	Se carece de legislación o la que existe no es efectiva, no se han 
adoptado las medidas necesarias para la inclusión de las personas 
con discapacidad. 

Todas estas consideraciones deben observar las disposiciones en 
materia de principios establecidos en la Convención sobre los Dere-
chos de las Personas con discapacidad23 de los cuales toda atención 
debe realizarse bajo este estándar:
i 	 Reconocimiento a su identidad.
ii. 	 Respeto de la dignidad inherente, la autonomía individual, inclui-

da la libertad de tomar sus propias determinaciones y la indepen-
dencia de las personas. 

iii 	 La no discriminación y autodeterminación.
iv. 	 El respeto por la diferencia y la aceptación de las personas con 

discapacidad como parte de la diversidad y la condición humana.
v.	 La igualdad de oportunidades alejados de modelos paternalistas.
vi. 	 La accesibilidad real a todos los servicios y derechos humanos.
vii. 	 La igualdad entre hombre y mujer con discapacidad incluyendo a 

las personas no binarias, aplicando en todo momento la equidad 
en su atención, para acceder de manera equitativa a derechos civi-
les, familiares y patrimoniales.

23.	 Convención sobre los Derechos de las personas con discapacidad, ONU. 2020, Artículo 3
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viii. 	Respeto a la evolución de las facultades de los niños y las niñas 
con discapacidad y de su derecho a preservar su identidad. 

Marco Jurídico que debe regir los derechos progresivos  
de las personas con discapacidad

Carta Magna estableciendo los principios de libertad, justicia, reco-
nocimiento de la dignidad, igualdad, y de obligaciones internacionales.

Constitución Política del Estado de Jalisco reconociendo los dere-
chos y libertades de la carta magna y obligaciones convencionales.

Leyes estatales donde se permita el acceso a la justicia civil, familiar 
y penal.

Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco.
Ley del Procedimiento Administrativo del Estado de Jalisco.
Ley Orgánica de los Tribunales de Justicia, civil, mercantil, penal y 

Administrativa del Estado de Jalisco.
Reglamentos Internos de los Tribunales de Justicia, Supremo Tribu-

nal y tribunal Administrativo del Estado de Jalisco.
Código de ética y comportamiento de los servidores públicos Fede-

rales y Estatales
Código de Ética y Reglas de Integridad para los Servidores Públicos 

del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco.
Códigos penales y civiles Nacionales y Estatales
Manuales, guias y protocolos de atención a personas con discapa-

cidad.

A) Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad
Al respecto, la Convención sobre los Derechos de las personas con dis-
capacidad establece a los Estados, las obligaciones de comprometerse 
a asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los derechos huma-
nos y las libertades fundamentales de las personas con discapacidad 
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sin discriminación alguna por motivos de discapacidad. Para tal fin, los 
Estados Partes se comprometen a: 
a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra ín-

dole que sean pertinentes para hacer efectivos los derechos recono-
cidos en la presente Convención; 

b) Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, 
para modificar o derogar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas 
existentes que constituyan discriminación contra las personas con 
discapacidad; 

c) Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los programas, la 
protección y promoción de los derechos humanos de las personas 
con discapacidad; 

d) Abstenerse de actos o prácticas que sean incompatibles con la pre-
sente Convención y velar por que las autoridades e instituciones 
públicas actúen conforme a lo dispuesto en ella; 

e) Tomar todas las medidas pertinentes para que ninguna persona, or-
ganización o empresa privada discriminen por motivos de discapa-
cidad; 

f) Emprender o promover la investigación y el desarrollo de bienes, 
servicios, equipo e instalaciones de diseño universal, con arreglo a 
la definición del artículo 2 de la presente Convención, que requieran 
la menor adaptación posible y el menor costo para satisfacer las ne-
cesidades específicas de las personas con discapacidad, promover 
su disponibilidad y uso, y promover el diseño universal en la elabo-
ración de normas y directrices; 

g) Emprender o promover la investigación y el desarrollo, y promo-
ver la disponibilidad y el uso de nuevas tecnologías, incluidas las 
tecnologías de la información y las comunicaciones, ayudas para la 
movilidad, dispositivos técnicos y tecnologías de apoyo adecuadas 
para las personas con discapacidad, dando prioridad y acceso.
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h) Proporcionar información que sea accesible para las personas con 
discapacidad sobre ayudas a la movilidad, dispositivos técnicos y 
tecnologías de apoyo, incluidas nuevas tecnologías, así como otras 
formas de asistencia y servicios e instalaciones de apoyo; 

i) Promover la formación de los profesionales y el personal que traba-
jan con personas con discapacidad respecto de los derechos recono-
cidos en la presente Convención, a fin de prestar mejor la asistencia 
y los servicios garantizados por esos derechos.24

En lo que respecta a los Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales (DESC) los Estados Partes, se comprometen a adoptar medidas 
hasta el máximo de sus recursos disponibles y, cuando sea necesario, 
en el marco de la cooperación internacional, para lograr, de manera 
progresiva, el pleno ejercicio de estos derechos, sin perjuicio de las 
obligaciones previstas en la presente Convención que sean aplicables 
de inmediato en virtud del derecho internacional.

Respecto a las reformas pertinentes, considerará en la elaboración 
y aplicación de legislación y políticas para hacer efectiva la presen-
te Convención, y en otros procesos de adopción de decisiones sobre 
cuestiones relacionadas con las personas con discapacidad.

Como hemos descrito, aún se cuenta con barreras culturales, so-
ciales, educativas, y laborales encontramos entornos hostiles y limi-
tantes para que las personas con discapàcidad, gocen plenamente de 
sus derechos, por lo que debemos destacar que la ONU ha establecido 
en las observaciones sobre las personas con discapacidad, que deben 
superarse los obstáculos en cada Estado parte de la Convencion y ha 
identificado las cuestiones a resolver:
a.	 Política Publica de cada entidad federativa y normas jurídicas insu-

ficientes o nulas en la mayoría de los casos;

24.	  Organización de Las Naciones Unidad. (ONU) Convención sobre los Derechos de las per-
sonas con discapacidad. 2020. Artículo 4. 
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b.	 Actitudes negativas en el contexto que no aceptan la discapacidad 
por creencias o prejuicios;

c.	 Servicios públicos insuficientes (ejemplo el acceso a la salud, edu-
cación, trabajo, seguridad social, rehabilitación, asistencia y apoyo 
para acceso a la vivienda, entre otros);

d.	 Inadecuada prestación de servicios públicos, personal insuficiente 
y sin capacitación para la atención a las personas con discapacidad;

e.	 Insuficientes recursos económicos para atender a las personas con 
discapacidad con políticas públicas efectivas;

f.	 Recursos insuficientes de las personas con discapacidad para cubrir 
sus necesidades de asistencia en su vida cotidiana;

g.	 Nula existencia de proveedores de servicios adecuados a las perso-
nas con discapacidad;

h.	 Falta de accesibilidad a edificios públicos y privados, no hay sufi-
cientes sistemas de transporte, sin posibilidad de información, falta 
de oportunidades en los trabajos, sin acceso a la salud o esta es in-
suficiente;

i.	 Poco o nulo acceso a la justicia, no existen formatos adecuados a las 
personas con discapacidad, ejemplo personas sordas, mudas, sor-
domudas, ciegas o con discapacidad sensorial, no pueden acceder 
en igualdad de condiciones a este acceso a la justicia. No se tienen 
capacitación en lenguaje de señas;

j.	 La falta de acceso a medios digitales y tecnología adecuados para 
facilitar la comunicación y la información;

k.	 Poco acceso a productos o servicios básicos para la comunicación 
como el teléfono, la televisión o la internet;

l.	 Falta de consulta y participación social y en la vida política, no se 
les considera en la toma de decisiones para implementar planes y 
programas sociales, falta de viviendas adecuadas y accesibles;

m.	Falta de datos estadísticos sobre la discapacidad, falta de pruebas 
sobre programas de inclusión social o los que existen son ineficaces;
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n.	 Falta de medidas adecuadas para garantizar los derechos a las per-
sonas con discapacidad;

o.	 Pocos resultados académicos de acceder a la escuela o universidad 
y concluirla;

p.	 Falta de empleo, un factor constante en esta población, por lo que la 
tasa de pobreza en alta en esta población;

q.	 Dependencia a las instituciones sociales y programas de ayuda, por 
la falta de vida comunitaria y servicios deficientes, lo que hace que 
dependan de otros para su subsistencia;

r.	 Falta de campañas de sensibilización para la inclusión de estas per-
sonas;

s.	 Faltan políticas públicas en el Estado de Jalisco para personas con 
discapacidad.

En esta convención, se considera que por ningún motivo se afectará 
a las disposiciones que puedan facilitar, en mayor medida, el ejercicio 
de los derechos de las personas con discapacidad y que puedan figurar 
en la legislación de un Estado Parte o en el derecho internacional en 
vigor en dicho Estado. No se restringirán ni derogarán ninguno de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales reconocidos o exis-
tentes en los Estados Partes en la Convención de conformidad con la 
ley, las convenciones y los convenios, los reglamentos o la costumbre 
con el pretexto de que en la presente Convención no se reconocen esos 
derechos o libertades o se reconocen en menor medida. 

B) Reforma constitucional en México y en el Estado de Jalisco sobre el 
acceso a la justicia 
Recientemente la Comisión Interamericana, se manifiesta con agrado 
por la reforma constitucional del Código Federal de Procedimientos 
Civiles y Familiares, al eliminar la figura del Estado de Interdicción 
que se aplica en todos los casos a las personas con discapacidad. Lo 
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que permite eliminar el obstáculo sobre la independencia y autonomía 
de la persona en esta situación, para que el Estado lo incorpore en la 
toma de decisiones del país y de la entidad federativa sobre cuestiones 
nacionales y diversos ámbitos de su vida cotidiana, para ello ha comu-
nicado oficialmente:

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) saluda al Estado 

mexicano por la aprobación de la reforma del Código Nacional de Procedimientos 

Civiles y Familiares (CNPCF), que elimina definitivamente la figura de interdic-

ción y abre la puerta a otras reformas legales que devuelvan a las personas con 

discapacidad el derecho a la autonomía e independencia, así como al respeto de 

sus decisiones en todos los ámbitos de la vida. 25

C) Marco Jurídico Internacional
1. Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad (CDPD). Artículos 2, 9, 13, 14.2, 15, 16 y 17, establecen el 
catálogo de derechos para las personas con discapacidad26 aprobada 
por la Asamblea de Naciones Unidas en 2015, para garantizar los dere-
chos y libertades de las personas con discapacidad, en igualdad, con 
dignidad, sin distinción ni discriminación.

2. Convención Interamericana para la Eliminación de todas las For-
mas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad27 (CIAD-
DIS). Por lo que los Estados parte s comprometen a adoptar las medidas 

25.	 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, comunicado de prensa número 118, del 13 
de junio de 2023. Visto https://www.oas.org/es/CIDH/jsForm/?File=/es/cidh/prensa/comu-
nicados/2023/118.asp

26.	 Convención sobre los Derechos de las personas con discapacidad, ONU. 2020, Artículos, 2. 9, 
10 al 30. https://www.un.org/esa/socdev/enable/documents/tccconvs.pdf

27.	 Convención interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra 
las personas con discapacidad. Departamento de Derecho Internacional. OEA. 6 de junio de 
1999, que entró en vigor el 14 de septiembre de 2001. Guatemala, Guatemala. www.oas.org/
juridico/spanish/firmas/a-65.html
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para eliminar la discriminación y promover bienes y servicios para las 
personas con discapacidad, esto por lo dispuesto en el artículo tercero.

3. Agenda 2030. Objetivos de Desarrollo Sostenible28 (ODS) 1, 4, 5, 
10, 16 y 17, por lo que lo Estados deben erradicar la pobreza, garantizar 
la educación de calidad, garantizar la igualdad, reducir las desigual-
dades, justicia e instituciones imparciales y expeditas, lograr la paz y 
buscar alianzas para lograr todos estos objetivos.

4. Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en 
Condición de Vulnerabilidad29 de 2008 aprobadas en la XIV Cumbre 
Judicial Iberoamericana. Capítulos 2, 3 y 4, para hacer posible el efec-
tivo acceso a la justicia para la defensa de los derechos, la posibilidad 
de celebrar actos judiciales y la eficacia de estas reglas en cada uno de 
los Estados miembros. 

5. Programa de Acción de la Década de las Américas por los De-
rechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad30, PAD (2016-
2026), Objetivos 1 al 9, Acciones Concretas numeral 1.1; 5.a; 5. c; 5.g; 5.j. 
Sensibilización de la sociedad, salud, educación, empleo, accesibilidad, 
participación política, cultural, artística, deportiva y de recreación, 
bienestar y asistencia social, la cooperación Internacional. Como parte 
de las estrategias de estas acciones, los Estados asumen el compromiso 
de poner en práctica estos objetivos, incorporándolos a sus planes na-
cionales. Adoptar todas las medidas nacionales para adecuar este plan 
y armonizarlo con su legislación interna.

28.	 Agenda 2030. Objetivos de desarrollo sostenible. Asamblea General de Naciones Unidas. 
Nueva York, 2015. Visto www.un.org/sustainabledevelopment/es/2015/09/la-asamblea-gene-
ral-adopta-la-agenda-2030-para-el-desarrollo-sostenible.

29.	 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad. 
XIV cumbre Judicial Iberoamericana. Brasilia 2008. OEA. Visto www.acnur.org/fileadmin/
Documentos/BDL/2009/7037.pdf.

30.	 Programa de acción para el decenio de las Américas por los derechos y la dignidad de las 
personas con discapacidad. OEA. IV Cumbre de las Américas. República Dominicana 2006. 
Visto www.oas.org/dil/esp/personas_con_discapacidad_programa_de_accion.pdf
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Barreras de las personas con discapacidad  
al acceder a la justicia

Enlistemos las barreras31 con las que nos encontramos en el momento 
de requerir del acceso a la justicia para una persona con discapacidad, 
pero primero definamos en este caso que entendemos como barreras 
de acceso a la justicia.

Perfilemos como primera cuestión, las barreras de comunicación, 
estas barreras se dan cuando la persona intenta usar formas de co-
municación para el entendimiento con los demás. Estas barreras son: 
cuando las personas con alguna discapacidad experimentan problemas 
en la audición, la lectura o escritura, el habla o el movimiento, el en-
tendimiento, encontramos que los mensajes no son acordes a las ne-
cesidades de la persona, ejemplo, mensajes en letras pequeñas, falta 
de disponibilidad de Braille o lectores de pantalla, lenguaje de señas, 
mensajes de audio deficientes o inaccesibles, lenguaje muy técnico o 
con muchas sílabas son barreras significativas para las personas con 
deficiencias cognitivas.

Las barreras de actitud, se dan cuando las personas no se dan cuen-
ta o no son conscientes de las dificultades que se experimentan cuando 
se pretende ir a algún lugar, e incluyen actividades comunes en la vida 
cotidiana, entre estas barreras encontramos los estereotipos, los estig-
mas, los prejuicios y la discriminación.

Las barreras físicas: que tienen que ver con la capacidad de movi-
miento del cuerpo, bloqueando el acceso y movilidad de las personas 
que quieren desplazarse por el entorno, estas barreras físicas incluyen, 
escaleras, curvas que bloquean el paso a la persona, en edificios y las 

31.	 Centros para el control y la prevención de enfermedades. “Las discapacidades: Obstáculos 
a la participación” Visto 20-06-2023 https://www.cdc.gov/ncbddd/spanish/disabilityandheal-
th/disability-barriers.html
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aceras, falta de espacios para el acomodo de sillas de ruedas, muletas, 
bastones etc.

Las barreas sociales, son aquellas condiciones con las que las perso-
nas con discapacidad, nacen, crecen, viven, aprenden, estudian, traba-
jan y envejecen, lo que reducen estas condiciones de funcionamiento 
para las personas que viven con esta discapacidad.

Por otro lado, encontramos también las barreras políticas tienen 
que ver con la nula o poca concientización de no cumplir con las re-
gulaciones o legislaciones existentes, que anulan la accesibilidad en 
las actividades o programas para las personas con discapacidades, ne-
gándoles oportunidades de participación, beneficios de financiación, el 
trabajo en condiciones esenciales, postularse a algún cargo o comisión, 
entre otras.

De forma particular, enunciaremos las barreras con las que se en-
cuentran las personas con discapacidad en el momento en que buscan 
acceder a la justicia:
A. falta de accesibilidad en la participación efectiva y directa de las 

personas con discapacidad, durante los procesos administrativos y 
judiciales.

B. Falta de accesibilidad por inexistencia de un marco normativo o pro-
tocolo de atención a nivel local y/o nacional, que impiden el acceso 
a la justicia de las personas con discapacidad en caso de violaciones 
a sus derechos humanos; lo que se permitiría con leyes de acceso a 
la economía, al patrimonio.

C. Existencia de leyes de salud mental que autorizan prácticas que 
constituyen la detención arbitraria a personas con discapacidad, 
tratos crueles y degradantes, lo cual puede eliminarse través de la 
armonización legislativa de las obligaciones internacionales dero-
gando los internamientos psiquiátricos y tratamientos médicos for-
zosos de rehabilitación. 
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D. Falta de accesibilidad a los medios de comunicación y tecnologías 
de la información para la participación efectiva de las personas con 
discapacidad durante los procesos judiciales o administrativos. Ba-
rrera establecida por los operadores de justicia, quienes descono-
cen las medidas de comunicación accesible para las personas con 
discapacidad. 

E. Falta de acceso a un sistema universal de financiamiento ya sea local 
o nacional para erradicar esas barreras de comunicación, movilidad 
y autonomía personal de estas personas. 

F. En materia civil y familiar, prevalecen procedimientos de interdic-
ción y curatela, así como la inexistencia de medidas normativas 
para el acceso a un sistema de ejercicio universal de la capacidad 
jurídica para las personas con discapacidad. 

G. La publicación, redacción y notificación de resoluciones judiciales 
en formatos no accesibles ni adecuados a las personas con discapa-
cidad visual, auditiva o de incapacidad física. 
En lo general, encontramos barreras en el acceso a la justicia, que 

afectan de manera particular a las personas en diferente condición de 
discapacidad.

a) Las barreras en el Marco jurídico Nacional
El Poder Judicial, encargado de administrar la justicia a los justi-

ciables, tiene la obligación de dar solución a los conflictos sociales de 
problemáticas que aquejan a grupos o sectores altamente discrimina-
dos y excluidos como las personas con discapacidad, debiendo ejercer 
el derecho para garantizar estos derechos fundamentales y así como 
armonizar su marco institucional al interno e internacional en respeto 
a los Derechos Humanos.

Tomando en consideración que conforme al nuevo esquema consti-
tucional en materia de derechos humanos y su protección, a partir de la 
reforma a su artículo 1°, publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 24 de agosto del año 2011, se han modificado las bases conceptuales 
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que prevalecía sobre las garantías individuales, que no garantizadas 
por el Estado, para dar paso a la teoría de que el Estado debe promover, 
proteger y garantizar los derechos humanos, que son inherentes a la 
persona, por lo cual todas las autoridades del País en el ámbito de sus 
competencias, deben ejercer el control de convencionalidad para veri-
ficar si un acto de autoridad vulnera los Derechos Humanos.

A la luz de esta teoría, las autoridades se encuentran obligadas a ve-
lar no solo por los Derechos Humanos contenidos en los instrumentos 
internacionales firmados por México, sino también por los previstos 
en la Constitución Federal, adoptando una interpretación pro perso-
na, más favorable al derecho humano de que se trate, por lo que estos 
derecho de acceso a la justicia incluyen a toda persona con capacidad 
jurídica de ser titular de derechos y de actuar independientemente de 
las capacidades físicas, mentales, intelectuales o sensoriales que están 
disminuidas.

Acceso a la Justicia de las personas con discapacidad

Respecto de relación con la capacidad jurídica se deben considerar 
estrategias para reducir las barreras: 

a. Que las personas con discapacidad declaradas en Estado de in-
terdicción no tienen la capacidad legal para denunciar o demandar. La 
declaración de la interdicción de una persona con discapacidad por 
oficio, en muchos casos, sin interacción con el juez o especialistas mé-
dicos y psicológicos o el profesional para valorar su capacidad para 
tomar sus propias decisiones.

Actualmente en la mayoría de los países del continente americano, 
el proceso para declarar la interdicción, anula desde el inicio la posi-
bilidad de defensa de la persona con discapacidad, su capacidad de 
tomar decisiones en el proceso y de acceder a los apoyos que necesita, 
ya que, muchas veces, es restrictiva, aún antes de que se apruebe la 
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resolución; designándose un representante de apoyo incluso antes que 
concluya el proceso judicial. 

b. Respecto de presentar algún testimonio, a las personas con dis-
capacidad no se les considera viables como testigos en un proceso, a 
nivel judicial o administrativo que sea de acto o de conocimiento. Se 
elimina su testimonio por causa de discapacidad e, incluso, a veces se 
le prohíbe ser testigo.

Todas estas “Barreras de acceso en los procedimientos judiciales”, 
afectan la participación en igualdad de condiciones de las personas 
con discapacidad en los mismos, constituye la mayoría de las veces en 
una fuente de violación de derechos humanos que son fundamentales 
para la vida cotidiana.

c. También las restricciones de acceso, a las personas con discapa-
cidad por desconocimiento de la normatividad y carecer de apoyos 
eficaces para informarse; ya sea por la brecha lingüística, cultural y 
educativa o la falta de accesibilidad genera una brecha en este acceso 
jurídico.

d. La exclusión y el desinterés en la participación de las mujeres con 
discapacidad en los procesos judiciales se incrementa en el caso de 
personas que además de la discapacidad, visual, auditiva, física etcéte-
ra, tiene una condición de ser de pueblos originarios, afrodescendien-
tes o en situación de migración, entre otros.

e. Estrategias sin personal preparado y capacitado en el modelo so-
cial de los derechos humanos de las personas con discapacidad, así 
como la falta de sistemas de información y comunicación accesibles 
aplicables con ese método, no garantizan el ejercicio real y efectivo de 
la persona con discapacidad. 

f. La falta de formatos accesibles para la comunicación, la informa-
ción y la notificación, con los cuales se recolectan los testimonios de 
las personas con discapacidad, genera una brecha entre la persona con 
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discapacidad y el acceso a su derecho humano a la justicia y la protec-
ción de los derechos como víctima o testigo. 

g. La falta de sistemas de información y comunicación accesibles, 
para atender y propiciar la autonomía personal y la manifestación de 
testimonio, voluntad y decisiones de las personas con discapacidad, 
son factores que generan barreras sociales, políticas y jurídicas.

Conclusiones

Para garantizar el acceso a la justicia a las personas con discapacidad, 
es fundamental disponer de protocolos y directrices que respalden la 
labor de los jueces, los abogados y otros funcionarios de justicia que 
intervengan en el proceso judicial o administrativos, así como estable-
cer normar y ajustes de procedimiento para el acceso a la justicia de 
las Personas con Discapacidad, en los términos en que se plantea en el 
artículo 13 de la CDPD: “adecuados a la edad, para facilitar el desempe-
ño de las funciones efectivas de esas personas como participantes di-
rectos e indirectos, incluida la declaración como testigos, en todos los 
procedimientos judiciales, con inclusión de la etapa de investigación y 
otras etapas preliminares”. 

El acceso a la justicia requiere derechos habilitadores, los cuales 
incluyen el reconocimiento del derecho al ejercicio de la capacidad 
jurídica y también la accesibilidad como principio transversal en todos 
los ámbitos y procesos. Sin embargo, no se deben confundir los ajus-
tes de procedimiento con la accesibilidad solamente, ni con los ajustes 
razonables, ya que los primeros no están sujetos a la misma carga de 
“razonabilidad”. Además de la accesibilidad, es importante considerar 
la revisión de figuras jurídicas como la inimputabilidad, el reconoci-
miento del derecho a la defensa legal en igualdad con los demás, la 
presunción de inocencia, el reconocimiento de la capacidad procesal 
plena, el acceso a recursos efectivos, entre otros. 
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i. Individualización de las leyes
•	 Identificar los principios, intervenciones y estrategias pertinentes 

para garantizar el acceso efectivo a la justicia de las personas con 
discapacidad en igualdad de condiciones con las demás.

•	 Creación de un manual de aplicación dentro del Poder Judicial, es-
pecialmente a los casos en que intervengan personas con discapa-
cidad.

ii. Individualización del Marco jurídico. 
•	 Identificación de los trámites judiciales y administrativos, en los 

que es factible la implementación de dicho manual.
•	 Establecimiento de Políticas de operación.
•	 Descripción de los procedimientos a seguir.

iii. Creación de un manual de atención a las personas con discapacidad:
•	 El manual de procedimientos será creado por el Pleno del Supre-

mo Tribunal de Justicia del Estado de Jalisco, de igual manera el 
Secretario General de Acuerdos elaborará el manual operativo de 
su área, mismo que se encontrará sujeto a aprobación del órgano en 
cita, lo anterior, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 
17 fracción I y 18 fracción VI del Reglamento Interno del Tribunal de 
Justicia Administrativa del Estado de Jalisco.

En relación al Artículo 12, es que deben revisarse y derogarse las 
legislaciones internas que incluyen y legitiman un régimen de susti-
tución de la voluntad para la toma de decisiones por causa de disca-
pacidad, y reemplazar dichas legislaciones por modelos “de apoyo en 
el proceso de toma de decisiones que sea respetuoso de la autonomía, 
voluntad y preferencias de la persona.

El Estado debe garantizar y asegurar: “que el proceso de reforma 
cuente con la participación efectiva e independiente de las personas 
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con discapacidad a través de las organizaciones que las representan”. 
Se menciona en este punto que al Estado “le preocupa que los pro-
cedimientos de apoyo para la adopción de decisiones requieran la 
aprobación judicial y que no primen la autonomía, la voluntad y las 
preferencias de las personas con discapacidad.

El Comité recomienda directamente a los Estados de la región que 
no lo han hecho, la reforma del Código Civil para eliminar las medidas 
que restringen el ejercicio de la capacidad jurídica de personas con 
discapacidad, para garantizar adecuadamente a todas las personas con 
discapacidad el ejercicio de sus derechos civiles 

El Comité también recomienda a los Estados implementar “un me-
canismo de revisión independiente” con el objeto de restablecer ple-
namente los derechos a las personas que han sido declaradas inhábiles 
judicialmente. Recomienda también a los Estados, la recopilación de 
“datos e información”.

derecho de acceso a la justicia, “garantizando que las personas de-
claradas incapaces tengan legitimación procesal y real para reclamar 
ante las autoridades judiciales, sus derechos civiles y políticos 

Poner en marcha programas para expedir documentos de identidad 
a las personas con discapacidad, incluidas las que se encuentran en zo-
nas rurales y en entornos institucionales de larga permanencia, y a que 
recopile datos completos y precisos sobre las personas con discapaci-
dad que se encuentran en instituciones y que carecen en la actualidad 
de documentos de identidad o que no gozan de su derecho a tener un 
nombre.

Los Estados parte de la CDPD deben, en virtud del Artículo 12, im-
plementar un sistema que sirva de apoyo a la capacidad de obrar o 
de ejercicio de la capacidad jurídica112, y que incluya lo siguiente: a) 
Reconocimiento de la capacidad de obrar de todas las personas y del 
derecho a ejercerla; b) Ajustes y mecanismos de acceso en apoyo, en 
caso necesario, del ejercicio de la capacidad de obrar; c) Normas que 
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garanticen que estos apoyos para el ejercicio de la capacidad jurídica 
respeten la autonomía, la voluntad y las preferencias de la persona e 
incluyan mecanismos de información para asegurarse que satisfaga las 
necesidades de la persona; d) Arreglos prácticos para el establecimien-
to de estos sistemas de apoyo 

En la vida de una persona, en la medida que no sea posible para 
ella expresar su voluntad y preferencias de una manera que resulte 
evidente para otras personas, como medida de último recurso, y luego 
de haber realizado “esfuerzos reales, considerables y pertinentes para 
obtener una manifestación de voluntad de la persona, y de habérsele 
prestado las medidas de accesibilidad y ajustes razonables, y cuando la 
designación de apoyos sea necesaria para el ejercicio y protección de 
sus derechos, es necesario tener en cuenta estos factores:

La designación de apoyos por una tercera persona debe darse a tra-
vés de un proceso judicial que garantice la aplicación de los estánda-
res internacionales en derechos humanos. El juez debe considerar la 
relación de convivencia, confianza, amistad, cuidado o parentesco que 
exista entre la persona de apoyo y la persona que requiere apoyo y 
“realizar las diligencias pertinentes para obtener la mejor interpreta-
ción posible de la voluntad y las preferencias de la persona.

Los Estados deben adoptar todas las medidas pertinentes para ase-
gurar que las personas con discapacidad, independientemente de sus 
características y necesidades individuales para la comunicación, pue-
dan tener acceso al apoyo que requieran a través de distintas formas 
de comunicación alternativa, según se define en el artículo 2 de la Con-
vención.

Ajustes al procedimiento tales como la prestación de servicios de 
interpretación en lengua de señas, o la presencia de asistentes para 
la toma de decisiones o para la comunicación, que puede incluir tam-
bién tecnología aumentativa o alternativa, comunicación táctil, u otros, 
voluntariamente elegidos y debidamente acreditados por la persona 
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titular de derecho, que sirven a la persona con discapacidad y a sus 
intereses, y no al tribunal.

Establecer mecanismos para contar con figuras legales de asisten-
tes para la toma de decisiones, personas naturales o jurídicas (con el 
nombre que corresponda a la legislación del país) capacitadas para 
prestar los apoyos que la persona necesite o requiera para la toma de 
decisiones y el ejercicio de su capacidad jurídica, cuando la persona lo 
requiera, libremente elegidas y aceptadas por la propia persona, asis-
tiendo su toma de decisiones, tal como lo hemos señalado en apartados 
anteriores. Los mecanismos de apoyo en la toma de decisiones deben 
estar basados en la defensa técnica de las personas de acuerdo a su pre-
ferencia y el poder judicial debe brindar el acceso a la justicia a través 
de la garantía y reconocimiento de estos apoyos.
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